ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Niega. Caso hurto de ganado por grupo guerrillero
DAÑO ANTIJURÍDICO - Niega por imposibilidad de proteger bienes. Autoridades no conocían ubicación de los bienes / POSICIÓN DE GARANTE - Imposibilidad de vigilancia y protección de bienes de la población civil / CONFLICTO ARMADO - Hurto de bienes
En modo alguno se cuestiona la acción asumida por los demandantes consistente en el traslado de los bienes para ponerlos a salvo de la delincuencia; lo que advierte la Sala es que en esas condiciones y en ausencia de información sobre el destino de los semovientes, no podían las autoridades ejercer custodia efectiva sobre estos y, por ende, no puede reprochárseles una omisión de ese deber. Aunque en las condiciones del caso particular era previsible un ataque contra los bienes de los demandantes, era imprevisible para las autoridades la ubicación de los ganados y, en esas condiciones, imposible ejecutar acciones específicas tendientes a su protección. Concluir lo contrario, esto es, que existía un deber de cuidado de los semovientes en cualquier lugar en que se encontraran por razón de las especiales condiciones del actor o de las circunstancias de violencia que se vivían en la época, conllevaría a entender que el Estado es garante absoluto de los bienes de particulares, situación que no se compadece con los fundamentos de la responsabilidad estatal, que, se itera, sólo permiten imputarle responsabilidad frente a actos de terceros, ante la omisión comprobada y verificable de medidas de seguridad frente a actos posibles de prever y precaver. En conclusión, las pruebas del proceso no dan cuenta de que las autoridades - con independencia de su órbita particular de competencia-, contaban con información precisa que les permitieran ejercer una defensa idónea de los bienes de los demandantes, condición bajo la cual las pretensiones no están llamadas a prosperar como bien lo estimó el a quo.
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Consejero ponente: RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO
Bogotá D. C., veintiséis (26) de junio de dos mil quince (2015).
Radicación número: 07001-23-31-000-2005-00200-01(35037)
Actor: DIEGO FERMÍN LINARES CASTEJÓN Y JUDITH CONSUELO GONZÁLEZ DE LINARES
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, NACIÓN - MINISTERIO DEL INTERIOR, DEPARTAMENTO DE ARAUCA Y DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Sin
 que se advierta causal de nulidad que invalide la actuación, decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia de 8 de noviembre de 2007, por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Arauca negó las pretensiones de la demanda.  La sentencia será confirmada.
SÍNTESIS DEL CASO

En el año 2003, en medio de una difícil situación de orden público en el Departamento de Arauca, criminales, al parecer pertenecientes a grupos guerrilleros, hurtaron ganado de propiedad de los actores.  El demandante era diputado de la Asamblea Departamental de Arauca y en tal condición afirma había recibido amenazas contra su integridad, familia y bienes.

I. ANTECEDENTES

1.  La demanda

Mediante escrito presentado el 12 de agosto de 2005 ante el Tribunal Administrativo de Arauca
, los señores Diego Fermín Linares Castejón y Judith Consuelo González de Linares, promovieron demanda de reparación directa en contra de: la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional, la Nación - Departamento Administrativo de Seguridad, la Nación - Ministerio del Interior y el Departamento de Arauca, con el fin de obtener a su favor las siguientes declaraciones y condenas:

1.1. Pretensiones

PRIMERO.  Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional - DAS - Policía Nacional - Ministerio del Interior - Departamento de Arauca, de los perjuicios materiales y morales causados a los accionantes con motivo de la omisión de la protección de los bienes como el hurto de ganado (sic) llevado a cabo por la FARC en la finca “Miralindo”, el día 13 de agosto de 2003.

SEGUNDO.  Como consecuencia de la anterior declaración, que se condene a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional - DAS - Policía Nacional - Ministerio del Interior - Departamento de Arauca, como reparación del daño ocasionado, a pagar a los actores, los perjuicios de orden material, lucro cesante y daño emergente, y moral conforme a lo que resulte probado en el proceso.

TERCERO.  La condena respectiva será actualizada de conformidad a lo previsto en el art. 178 del Código Contencioso Administrativo, y se reconocerá los intereses legales (sic) desde la fecha de la ocurrencia de los hechos hasta cuando se le dé cabal cumplimiento a la sentencia que le ponga fin al proceso.

CUARTO.  Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional - DAS - Policía Nacional - Ministerio del Interior - Departamento de Arauca, darán cumplimiento a la sentencia en los términos de los art. 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

QUINTO.  Que se condene a pagar las agencias en derecho y demás costas de la demanda.

1.2. Fundamento fáctico

Los demandantes sustentaron sus pretensiones en los fundamentos de hecho que la Sala sintetiza así:

Los demandantes, cónyuges entre sí, son propietarios de una finca denominada “Los Corocitos”, ubicada en zona rural del municipio de Arauca, a treinta kilómetro del perímetro urbano, destinada a la cría de ganado Cebú y Holstein.  El señor Linares Castejón fungía en la época de los hechos como diputado a la Asamblea Departamental de Arauca, oficio por virtud del cual, él, su familia y bienes fueron declarados objetivo militar de los grupos guerrilleros FARC y ELN, pues a juicio de los subversivos el referido demandante “desobedeció la orden de renunciar al cargo de elección popular que ocupaba”.
Las FARC y el ELN “comenzaron con una serie de hurto (sic) de ganado de aquellos servidores del Estado que no renunciaron a sus cargos”, por lo cual, el 27 de agosto de 2002, el demandante decidió trasladar 441 reses desde la finca “Los Corocitos” hacia el “Colegio Agropecuario”, ubicado en zona urbana del municipio de Arauca, operación para la que contó con el apoyo del Ejército Nacional.

Con ocasión de lo anterior, las FARC asaltaron la finca “Los Corocitos”, donde hurtaron 50 cabezas de ganado que habían quedado allí, al tiempo que destruyeron y desvalijaron la propiedad.

En el mes de septiembre de 2002, el Gobierno Nacional declaró al departamento de Arauca como “zona de rehabilitación”, con el fin de adoptar medidas para contrarrestar los problemas de orden público, relativos, entre otros, a las amenazas de muerte contra servidores del Estado y el hurto de ganado.

Antes de la ocurrencia de los hechos, el señor Linares Castejón había solicitado protección al Ministerio del Interior, al Departamento Administrativo de Seguridad, a la Policía Nacional y al Ejército; también había denunciado públicamente las amenazas en su contra, pese a lo cual las autoridades omitieron brindarle garantías y medidas de seguridad.

El 16 de febrero de 2003, el demandante fue víctima de un atentado contra su vida, como consecuencia del cual quedó parapléjico.   En ese mismo mes, murieron intoxicadas (al parecer envenenadas) 96 vacas y 6 becerros de su propiedad en la finca “Las Mercedes”, aledaña al mencionado colegio agropecuario.

El 6 de agosto de 2003, “por sospechas de que la FARC tenía localizado el ganado, con conocimiento del Gobernador del Departamento de Arauca (…) se trasladó 311 reses (sic) desde la finca “Las Mercedes”, a la finca “Miralindo”.  El 12 de agosto de 2003, hombres de las FARC se llevaron todo el ganado de la última de las referidas propiedades.

1.4.  Fundamento jurídico

Consideran los demandantes que la brigada del Ejército Nacional que opera en el departamento de Arauca cuenta con toda clase de vehículos como helicópteros, automotores y motocicletas suficientes para realizar operativos constantes en la región y garantizar la protección de los bienes de los ciudadanos.

Aunque el demandante denunció el primer hurto de que fue víctima ante el DAS e incluso fue herido gravemente en un atentado contra su vida, las autoridades no ejecutaron acción alguna para proteger sus bienes, razón por la cual les asiste responsabilidad patrimonial en los hechos ocurridos el 12 de agosto de 2003.

2. Posición de las demandadas

Las demandadas se opusieron a las pretensiones de la demanda y plantearon los argumentos de defensa que a continuación se resumen:

2.1.  Nación - Ministerio de Defensa

Consideró que no está legitimada para comparecer como parte pasiva de la controversia, en razón a que ni el Ejército ni la Policía fueron responsables del saqueo del que da cuenta la demanda, hechos que fueron perpetrados por grupos al margen de la ley (fl. 62, c. 1).  Agregó que la demanda es inepta por cuanto no define el tipo de responsabilidad que pretende endilgarles a las demandadas, ni menciona o demuestra un nexo causal entre la acción de las fuerzas armadas y los hechos en que se fundan las pretensiones.

Dijo que la obligación de las fuerzas militares en relación con la protección de las personas es de medio y no de resultado; agregó que su función no incluye la garantía de prestar seguridad en forma individual a los ciudadanos, sino propender por la defensa de la soberanía y la integridad del territorio, por lo que el Estado no es responsable por actos delictivos dirigidos por terceros contra la población.

Los daños sufridos por los demandantes no pueden imputarse a la Nación, pues no obedecieron a la acción u omisión de las autoridades públicas, sino a hechos atribuibles a terroristas; por otra parte, no hay prueba en el expediente que demuestre que la familia Linares le solicitó protección a las fuerzas militares, o puso de presente ante estas los hechos y amenazas en su contra.  La carga de su demostración le corresponde a la parte actora por virtud de lo previsto en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil.

2.2.  Nación - Ministerio del Interior y de Justicia

Afirmó que los actos de la delincuencia, tales como el hurto de ganado que afectó a los demandantes, no son previsibles para las autoridades.  Ningún Estado ha logrado prevenir esas manifestaciones delictivas (fl. 82, c. 1), ni es posible bajo las circunstancias del país controlar e impedir todo hecho punible.

En este caso particular, la entidad no tenía conocimiento previo de la posibilidad de que se presentaran los hechos que afectaron a los actores, por lo que no podía desplegar acción alguna para prevenirlos.  Además, fueron ejecutados por terceros sin relación alguna con la actividad del Estado.

Consideró que el derecho a la indemnización deprecada es inexistente y que esa entidad no es la llamada a responder, en razón a que sus funciones, en la época de los hechos, estaban encaminadas a la dirección y coordinación de las autoridades territoriales sobre el control del orden público, pero la ejecución de las medidas particulares tendientes a la consecución de ese fin corresponden a otras autoridades; agregó que la protección física a las personas amenazadas no es función de ese Ministerio.

La Dirección de Derechos Humanos de esa entidad atendió al solicitud de protección incoada por el señor Linares Castejón, aprobó entregarle un chaleco antibalas y asignarle apoyo de reubicación temporal, como complemento a las medidas implementadas por las entidades territoriales, en coordinación con la fuerza pública y los organismos de seguridad.

Una vez conocido el estudio de riesgo elaborado por el DAS, el Ministerio de Interior le solicitó a la Oficina de Derechos Humanos de la Policía adoptar las medidas necesarias para la protección del demandante.

2.3.  Departamento de Arauca 

Afirmó que la Constitución le asigna a los departamentos autonomía para la administración de los asuntos seccionales y la promoción y planificación del desarrollo económico en su territorio, mas no la protección de bienes de particulares, función que está radicada en la fuerza pública, integrada por el Ejército y la Policía Nacional.  En esas condiciones, el Departamento no estaba en posibilidad de evitar el daño causado a los actores.

Consideró: (i) que no está legitimado para integrar la parte pasiva de la controversia por cuanto las competencias previstas en el orden jurídico no le imponían actuación alguna en el caso, (ii) que los hechos fueron generados por un tercero ajeno al ente territorial y (iii) que en la demanda no se enlistaron los representantes de cada una de las entidades demandadas, argumentos que planteó a título de excepciones.

2.4.  Policía Nacional

La Policía Nacional afirmó que los actos en que se funda la demanda fueron consecuencia de la actividad terrorista perpetrada por terceros, que no tiene la virtualidad de comprometer la responsabilidad de la administración.  El hecho de un tercero en este caso exonera de responsabilidad a las autoridades.

La Policía y el Ejército realizan todas las acciones a su alcance tendientes a cumplir su cometido, pero les resulta imposible proteger en forma particular a cada ciudadano.

2.5.  Departamento Administrativo de Seguridad DAS

Dijo que no le constan los hechos en que se funda la demanda y que de acuerdo con lo señalado en ella, los causantes del daño sufrido por los actores fueron terceros al margen de la ley.  No puede considerarse que el culpable de la acción criminal de las guerrillas es el Estado.

El Departamento Administrativo de Seguridad actúa como cuerpo civil de inteligencia y colabora con otras entidades en la prevención de posibles delitos que amenacen el régimen constitucional, más no es su función preservar el orden público ni actuar como policía preventiva.

En este caso particular no aparecen acreditados los presupuestos necesarios para que pueda declararse la responsabilidad del Estado, por virtud de los cuales es menester que aparezca demostrada una conducta de la administración constitutiva de falla del servicio y que tenga relación causal con el daño cuya indemnización se pretende.

Adujo que no puede exigirse al Estado la realización de cargas de imposible cumplimiento en materia de seguridad, máxime si se tiene en cuenta que la acción criminal es emprendida en forma clandestina.

Con fundamento en los referidos argumentos propuso las excepciones que denominó: ausencia de elementos necesarios para reclamar la responsabilidad administrativa del DAS, falta de legitimidad en la causa por pasiva y hecho de un tercero.

3.  La sentencia apelada

El 8 de noviembre de 2007 (fl. 296, c. ppal), el Tribunal Administrativo de Arauca profirió sentencia adversa a las pretensiones de la demanda.

En primer término, desestimó la excepción de ineptitud de la demanda propuesta por el Departamento de Arauca, por considerar innecesaria la mención expresa a la identidad de sus representantes, tratándose de entidades de derecho público.  También consideró delimitado en debida forma el objeto de la controversia en la demanda, de modo que no advirtió falencias en el libelo introductorio que impidan una decisión de mérito.

En cuanto al fondo de la controversia consideró el a quo que se acreditó, con fundamento en los testimonios recibidos y en las denuncias instauradas, el daño antijurídico consistente en la pérdida del ganado de los demandantes, cuya propiedad acreditaron a través de los registros de vacunación y los registros de las marcas que utilizaban para identificarlos.

Sin embargo, estimó que ese daño no puede imputarse a las demandadas, pues aunque las autoridades conocían de los graves problemas de orden público que se presentaban en la zona y de las amenazas en contra de los diputados de la Asamblea Departamental, incluido el actor, también quedó probado que le prestaron las medidas de seguridad y protección correspondientes.

En efecto, encontró probado que el 19 de julio de 2002, el demandante solicitó al DAS un servicio de ronda y patrullaje permanente en su lugar de residencia, servicio que fue ordenado mediante oficio que se allegó al proceso.  También consideró acreditado que le fue asignado apoyo de reubicación temporal, transporte terrestre y chaleco antibalas para su protección.  En consecuencia, a juicio del Tribunal, se prestaron las medidas de seguridad que requería el actor, atendida su condición de diputado.

En cuanto a la presunta falta de protección de los bienes de los actores, que afirman permitió el hurto de los semovientes de su propiedad, no encontró prueba alguna de solicitud de protección especial frente a estos, siendo imposible para las autoridades prever que serían robados por grupos al margen de la ley.  Por su parte, la petición de protección en relación con los predios de su propiedad la presentó el actor ante la Defensoría del Pueblo el 29 de julio de 2005, en forma posterior a los hechos que dieron origen a la demanda.  

De otro lado, tuvo en cuenta que el estudio de riesgo aportado data del 2004, falencia que impide tenerlo como fundamento de la decisión del presente caso.  Además, advirtió que las pruebas testimoniales practicadas en la actuación penal no fueron ratificadas en el presente proceso, por lo cual no les otorgó valor probatorio.

Concluyó que no hay prueba en el expediente de una falla del servicio atribuible a las entidades demandadas que permita responsabilizarlas por el hurto del ganado de propiedad de los actores, en razón de la ausencia de una solicitud previa de medidas de protección específicas frente a sus bienes.  La protección personal pedida fue otorgada y era imposible a la autoridad prever cuáles eran los bienes de los demandantes y su ubicación, máxime bajo las condiciones de traslados a que fueron sometidos los semovientes.

Con fundamento en lo expuesto negó las pretensiones de la demanda.

4.  El recurso de apelación 

Los demandantes interpusieron recurso de apelación contra la decisión de primera instancia, el que sustentaron así:

Indicaron que aunque la jurisprudencia en casos como el presente se ha fundado en la imprevisibilidad de los hechos delincuenciales perpetrados por terceros para exonerar de responsabilidad al Estado, tal circunstancia no opera cuando hay de por medio una petición expresa de protección especial formulada por la víctima y que se ha desatendido, casos en los que sí se configura responsabilidad por omisión.

Dijeron que en casos de especiales connotaciones de perturbación del orden público, esta Corporación ha considerado que no resulta indispensable un requerimiento previo a la autoridad para que esta tenga el deber jurídico de ejecutar medidas de protección, cuando la situación de amenaza es conocida por ella.  En el sub lite, las pruebas arrimadas a la actuación dan cuenta de la previsibilidad del evento dañino, en razón del cargo de elección popular que ejercía el demandante y de la amenaza pública y cierta sobre esos servidores proveniente de las guerrillas.

Entre los años 2001 y 2003 eran permanentes en el departamento de Arauca hechos delictivos tales como homicidios, desplazamiento forzado y hurto de ganado continuo y colectivo, hechos que eran de conocimiento de las autoridades civiles y militares de la región.

Como lo reconoce el fallo apelado, la situación de orden público constituía un hecho notorio que imponía la actividad del Estado con el fin de contrarrestar la acción criminal.  Aunque se declaró al departamento de Arauca como “zona de rehabilitación”, esa medida no se dirigió a contrarrestar el abigeato que en forma colectiva tenía lugar en esa territorialidad.

Por otra parte, cuestionaron la sentencia apelada en cuanto no tuvo por demostrados determinados hechos que a su juicio sí se acreditaron, tales como el carácter de diputado que ostentaba el señor Linares Castejón y las amenazas que con ocasión del cargo se cernían contra su vida y bienes, situación que denunció en diversas oportunidades ante el DAS.  También se desconoció el atentado contra la vida del mencionado demandante que se perpetró el 16 de febrero de 2003 y el comunicado expedido por los diputados de Arauca sobre las amenazas y el hurto de ganado, así como los informes de riesgo del demandante y, finalmente, el escrito por medio del cual renunció al cargo.

A pesar de que todas esas circunstancias eran de conocimiento de las autoridades, no actuaron para proteger la vida y bienes del actor, máxime cuando en el año 2002 ya había tenido lugar el hurto de 50 reses de su propiedad, hecho que oportunamente denunció.

Para el recurrente, la sentencia no valoró las pruebas aportadas en forma afín con las reglas de la experiencia, pues un juicio razonado acerca de su mérito debió llevarlo a la conclusión de que las demandadas omitieron la conducta debida y esperable, que de haberla desplegado era capaz de impedir el resultado lesivo.

Por último, negó que las demandadas carecieran de personal o equipo suficiente para hacer frente a las amenazas criminales; por el contrario, en el año 2002, con ocasión de la declaratoria como “zona de rehabilitación”, se aumentó el pie de fuerza pública tendiente a menguar la acción criminal.

Con fundamento en lo expuesto, solicitó que se revoque el fallo apelado y, en su lugar, se concedan las pretensiones de la demanda.

5. Alegatos de conclusión

En el término para alegar de conclusión, las partes se pronunciaron así:

5.1.  Ministerio del Interior y de Justicia

Trascribió apartes del fallo apelado y solicitó su confirmación, por cuanto en este caso el hecho del tercero no tiene la virtualidad de comprometer la responsabilidad estatal.

5.2.  Departamento Administrativo de Seguridad
Insistió en que el fundamento de hecho de la demanda lo constituye el hecho de un tercero que en este caso no tiene la virtud de permitir la imputación de responsabilidad al DAS.  Citó apartes del fallo apelado y de los argumentos de defensa planteados en la contestación de la demanda.

5.3.  Ministerio de Defensa

Reiteró lo planteado en la contestación de la demanda y consideró que en este caso no están presentes los elementos de la responsabilidad estatal; dijo que el fallo apelado se ajusta a derecho y debe ser confirmado, en razón a que las pruebas aportadas no permiten imputarle al Ejército Nacional responsabilidad en los hechos, como quiera que no se probó que haya omitido alguna de sus competencias.

Afirmó que en este caso concreto la eventual falla debe estudiarse en relación con las reales posibilidades de acción con que contaba la entidad y no fundado en condiciones ideales que no se presentaban en la época de los hechos.

5.4.  Ministerio público

La Procuraduría propugnó por la confirmación de la sentencia recurrida (fl. 701, c. ppal), por cuanto consideró que ninguna prueba allegaron los demandantes respecto de que el traslado de los 311 animales de su propiedad se hubiera puesto en conocimiento de las autoridades, esto es, no cumplieron con su deber de informar tal hecho, de modo que aunque se acepte que las denuncias presentadas por el señor Linares se hicieron extensivas a la protección de sus bienes, era limitada la acción que podía exigirse a las demandadas en esas condiciones. 

Para poder señalar que el Estado estaba en condiciones de prever el hurto del ganado, era necesario que las entidades demandadas conocieran, por lo menos, la ubicación de las reses, mediante información precisa que se les debió suministrar.  La falta de esa información impidió generar planes de protección de los bienes de los actores.

En el presente caso, consideró el Ministerio Público, se configuró el hecho de un tercero como causal que libera de responsabilidad a la administración.

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Presupuestos procesales de la acción  

1.1. Jurisdicción y competencia

Es esta jurisdicción la llamada a resolver la controversia, en atención al carácter público de la demandada
.

La Sala es competente para resolver la apelación en razón a la vocación de doble instancia del asunto determinada por su cuantía, que la estimaron los demandantes en la suma de $400.000.000 correspondientes al daño emergente sufrido por la pérdida del ganado, suma que ha de corresponder a $200.000.000 como pretensión de cada demandante (son dos actores que afirman ser propietarios en común de los bienes hurtados), suma que se tendrá en cuenta para efectos de establecer la competencia como la pretensión mayor.  En la época de presentación de la demanda (año 2005), 500 salarios mínimos mensuales
 eran equivalentes a $190.750.000, por lo que no hay duda de que el asunto correspondía a los tribunales en primera instancia y, por ende, esta Corporación es competente para desatar el recurso de apelación promovido por los actores.

1.2. Acción procedente

En los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la acción procedente para deprecar en sede judicial la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado y la correspondiente reparación de perjuicios, es la de reparación directa tal como fue promovida por los demandantes.
1.3. Legitimación en la causa de los extremos de la litis
1.3.1. De la parte activa

El legítimo interés de los demandantes que los habilita para comparecer como parte activa de la controversia deriva de la alegada calidad de propietarios de los bienes que afirman les fueron hurtados, condición que acreditaron según el análisis de las pruebas aportadas (ver capítulo 3 de esta sentencia).

1.3.2. De la parte pasiva

Frente a la legitimación en la causa por pasiva, la Sala encuentra que la actora le atribuye a las entidades accionadas presunta responsabilidad por omisión en la protección y seguridad que, a su juicio, les correspondía brindarle a su vida y bienes, imputación por la que están llamadas a responder en el presente asunto.  Cosa distinta es el juicio de imputación de responsabilidad frente a cada una de ellas, que será materia de examen al dilucidar el fondo de la controversia.

1.4. La caducidad de la acción

El ordenamiento jurídico prevé la figura de la caducidad como una sanción por el no ejercicio oportuno de las acciones judiciales, de modo que si se instauran por fuera del límite temporal previsto en la ley, el ciudadano pierde la posibilidad de hacer efectivo el derecho sustancial que intenta deprecar ante la administración de justicia.

En cuanto a las pretensiones que se ventilan a través de la acción de reparación directa, el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo dispone que esta debe promoverse en un término máximo de dos años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de la causa del daño (hecho, omisión, operación administrativa u ocupación temporal o permanente).

En el sub lite se pretende endilgar responsabilidad a las demandadas por el hurto de ganado ocurrido el 12 de agosto de 2003, tal como de manera expresa lo solicitaron los demandantes en sus pretensiones, de modo tal que aunque se narran en la demanda otros hechos (el presunto saqueo de un inmueble de los actores y el atentado contra la vida del demandante señor Linares Castejón), estos no son materia de reclamación en el sub lite pues frente a ellos ninguna pretensión se planteó.  En consecuencia, como la demanda se promovió el 12 de agosto de 2005 (fl. 8, c. 1), esto es, dentro de los dos años siguientes a la ocurrencia del daño cuya indemnización se pretende, fuerza concluir que lo fue dentro del término legal previsto para el efecto.

2. Problema jurídico

Para definir la controversia y como quiera que sobre ello discurre el recurso que debe decidirse, analizará la Sala si existen fundamentos en el caso particular que permitan imputarle responsabilidad a las demandadas en relación con un acto criminal perpetrado por terceros. 

3.  Análisis probatorio

Antes de centrar la atención de la Sala en el estudio de las pruebas aportadas, es preciso indicar lo siguiente en cuanto al mérito de algunas de las aportadas, así:

3.1  Del mérito probatorio de las pruebas trasladadas

Como cuestión previa a acometer el estudio de las evidencias aportadas, es preciso indicar que aquellas que fueron trasladadas y que corresponden a la investigación penal adelantada con ocasión de los hechos que dieron origen al proceso, pueden tenerse válidamente como pruebas en este asunto, por razón de que fueron practicadas por la Nación a través de la Fiscalía General de la Nación, esto es con audiencia de la persona jurídica en cuya representación comparecen los demandados Ministerio de Defensa, Ministerio del Interior y Departamento Administrativo de Seguridad.

En reciente pronunciamiento, la Sección Tercera de esta Corporación unificó su interpretación en cuanto al valor de las pruebas trasladadas, en el sentido de considerar que cuando han sido practicadas en el proceso primigenio por la Nación, por intermedio de cualquiera de los entes públicos que la representan, debe entenderse que lo fueron con audiencia de la referida persona jurídica y, en consecuencia, pueden tenerse válidamente como pruebas. Señala la decisión
:

[E]en los casos en donde las partes guardan silencio frente a la validez y admisibilidad de dichos medios de convicción trasladados, y además se trata de un proceso que se sigue en contra de una entidad del orden nacional, en el que se pretenden hacer valer los testimonios que, con el pleno cumplimiento de las formalidades del debido proceso, han sido recaudados en otro trámite por otra entidad del mismo orden, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de afirmar que la persona jurídica demandada -la Nación- es la misma que recaudó las pruebas en una sede procesal diferente, lo que implica que, por tratarse de testimonios recopilados con la audiencia de la parte contra la que se pretenden hacer valer en el proceso posterior, son plenamente admisibles y susceptibles de valoración, según la interpretación más estricta que pueda hacerse de las formalidades establecidas en el artículo 229 del Código de Procedimiento Civil, según las cuales la ratificación de las declaraciones juramentadas trasladadas sólo es necesaria “… cuando se hayan rendido en otro [proceso], sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior…”. 

12.2.19. La anterior regla cobra aún mayor fuerza si se tiene en cuenta que, en razón del deber de colaboración que les asiste a las diferentes entidades del Estado
, a éstas les es exigible que las actuaciones que adelanten sean conocidas por aquellas otras que puedan tener un interés directo o indirecto en su resultado, máxime si se trata de organismos estatales que pertenecen al mismo orden, de tal manera que las consecuencias de una eventual descoordinación en las actividades de los estamentos del Estado, no puede hacerse recaer sobre los administrados, quienes en muchas ocasiones encuentran serias dificultades para lograr repetir nuevamente dentro del proceso judicial contencioso administrativo, aquellas declaraciones juramentadas que ya reposan en los trámites administrativos que han sido adelantados por las entidades correspondientes.

De acuerdo con lo expuesto, las pruebas recaudadas por la Fiscalía General de la Nación son admisibles en cuanto se pretenden hacer valer en contra de la misma persona jurídica a la que esta representó al practicarlas.

3.2. Hechos probados

Con los medios de prueba recaudados, se demostraron los siguientes hechos relevantes para la decisión del caso:

3.2.1.  El 6 de noviembre de 2002, el señor Diego Fermín Linares Castejón presentó una denuncia ante el DAS por el delito de hurto, por hechos que afirmó ocurrieron los días 1 al 5 de noviembre del mismo año.  Esa denuncia fue remitida a la Fiscalía General de la Nación (fl. 125, c. 3).

En el texto de la denuncia indicó el actor que el 27 de agosto de 2002 movilizó 441 reses de su propiedad hacia el “Colegio Municipal Agropecuario” y dejó 46 reses restantes en la finca de su propiedad denominada “Los Corocitos”, junto con cinco potros, seis potrancas, 10 yeguas, dos mulas, un mulo, 18 burros y varios animales de granja.  Afirmó que el día 5 de noviembre de 2002, hombres armados, al parecer guerrilleros, lo despojaron del ganado y demás bienes que se encontraban en la finca y amenazaron con matar a quien regresara al predio.

3.2.2. De acuerdo con el testimonio del señor William Moisés Paredes Ramírez (fl. 22, c. 3), quien laboró desde el año 2002 en la finca de propiedad de los demandantes ubicada en la Vereda “La Pastora”, ese predio tenía una extensión de aproximadamente 450 hectáreas y allí tenían los actores 491 reses de cría, de las cuales les fueron hurtadas 50, pues las demás las trasladaron para otro sitio previendo el posible hurto.  Así lo refirió:

El ganado en total eran 491 a mí me ordenaron traer 441, quedando 50 en la finca, de ahí yo traje el ganado para acá y un día me mandaron a revisar el ganado (…) yo fui y revisé el ganado cuando venía para acá de vuelta me salieron dos tipos en una moto y me quitaron el carro que traía, y me dijeron para allá no volviera que porque el ganado que había allá en la finca las 50 reses ya eran de ellos juntos con el carro y las bestias que se habían quedado allá todo lo que se había quedado allá (sic) era de ellos, el que mandaran a revisar lo que había para allá lo mataban y que si volvía igualmente, porque trabajada para el diputado Diego Fermín Linares. (…) eran de la FARC y eran mandados por un señor que se hacía llamar “Morroco” que era jefe de la FARC. (…) eso fue como a mediados de agosto de 2002. (…) a mí me amenazaron también que si seguía trabajando para ellos me mataban entonces yo renuncié”.

3.2.3.  Sobre las medidas de protección que afirman haber solicitado los demandantes antes del hurto de ganado ocurrido en agosto de 2003 y las respuestas obtenidas de las entidades involucradas se probó:

3.2.3.1. El Comandante de las Fuerzas Militares (fl. 51 y 68, c. 3) informó que no encontró en sus archivos solicitud de protección incoada por los demandantes.  En los mismos términos lo informó la Armada Nacional (fl. 75, c. 3).

3.2.3.2. El Secretario de Gobierno y Seguridad Ciudadana del Departamento de Arauca hizo constar con destino a este proceso que no encontró en sus archivos ninguna solicitud de protección presentada por los señores Diego Fermín Linares Castejón y Judith Consuelo González de Linares (fl. 28, c. 3).

3.2.3.3. Se probó que el 19 de julio de 2002 el señor Diego Fermín Linares Castejón le solicitó mediante oficio al Director del DAS de la época:

[S]e digne autorizar al personal a su servicio una permanente y constante ronda y patrullaje en el Barrio La Cocora (…) sector donde está ubicada mi casa de habitación cuya dirección es la carrera 27 no. 21-19, ya que notado presencia de persona extrañas con serio indicios de acechanza durante la noche y en horas que consideran estoy en la casa considerando mi salida y llegada.

Esta solicitud la elevo en vista de las claras amenazas que en la actualidad existen hacia la clase política del Departamento, elevadas por la insurgencia armada tanto de izquierda como de derecha.

3.2.3.4. Se allegó un memorando en el que el Director del DAS, en razón de la mencionada solicitud, ordenó a los Inspectores del DAS Seccional Arauca realizar patrullajes en la dirección indicada por el demandante, “con el fin de prevenir o neutralizar cualquier atentado en contra de su integridad personal”.

3.2.3.5.   El 16 de diciembre de 2002 (fl. 214, c. 1), los Diputados del departamento de Arauca le informaron al Defensor del Pueblo sobre las persistentes amenazas en su contra, por virtud de las cuales consideraron en riesgo sus vidas.

3.2.3.6.  El 5 de febrero de 2003 (fl. 216, c. 1), los diputados de Arauca, incluido el demandante, pusieron de presente al Gobernador del departamento las amenazas a las que se consideraban sometidos con ocasión de sus cargos.

3.2.3.7  El 22 de enero de 2003 (fl. 211, c. 1), la Asamblea Departamental de Arauca, con la firma de todos sus integrantes, le solicitó al Ministerio del Interior y de Justicia garantizar las condiciones para el ejercicio de sus cargos, con medidas como: dotación de armas de fuego, chalecos antibalas, teléfono y escoltas.

El 7 de febrero de 2003, el Presidente de la Asamblea Departamental de Arauca le pidió al Comandante de Policía de Arauca asignar un servicio de escolta a los miembros de esa Corporación.  El 28 de febrero de 2003 (fl. 101, c. 1) el Grupo de Protección del Ministerio del Interior y de Justicia le asignó un chaleco antibalas al demandante.

3.2.3.8. El 26 de marzo de 2003, el Director del DAS Seccional Arauca (fl. 130, c. 3) le dirigió un oficio al Gobernador de Arauca en los siguientes términos:

“Muy respetuosamente me dirijo al señor Gobernador, con el fin de poner en conocimiento la situación de riesgo e inseguridad que manifiestan los miembros de la Asamblea Departamental de Arauca quienes denuncian amenazas por parte de los grupos al margen de la ley como FARC, ELN, autodefensas y delincuencia común organizada, elevada a la Presidencia de la República para que se le garantice su integridad a efecto de solicitar se cite a un Consejo Departamental de Seguridad con el propósito de exponer nuevamente el caso, evaluar la situación de orden público, y plantear soluciones al fenómeno que afectaría a la duma departamental y otras personalidades araucanas a fin que se lleguen a acuerdo que puedan ser informados de inmediato al gobierno central.

De igual manera le informo que el Departamento Administrativo de Seguridad Seccional Arauca adelanta labores de inteligencia a fin de prevenir actos terrorista (sic) en contra de los amenazados también diligencio las evaluaciones del nivel de riesgo y grado de amenaza a los diputados las cuales se enviaron a Bogotá para ser sometidas al comité de evaluación.

3.2.3.9. Por su parte, el Ministerio del Interior y de Justicia (fl. 84, c. 3) remitió la información solicitada sobre las solicitudes de protección incoadas por los demandantes, en los siguientes términos:

Antes del atentado que sufrió, el día 16 de febrero de 2003, el mencionado señor LINARES CASTEJÓN, no se encontró ninguna solicitud de protección por parte de las mencionadas personas, al programa de protección que lidera la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia.

Posterior al mencionado atentado, se encontraron las siguientes solicitudes:

1. El oficio DG086-2003 de 17 folios, fechado el 19 de febrero de 2003 del Gobernador de Arauca, radicado en la Dirección de Derechos Humanos de este Ministerio el 26 de febrero, solicitando protección para los Diputados de Arauca, porque “el pasado domingo 16 de febrero de 2003 en horas de la noche fue víctima de un atentado el licenciado Diego Fermín Linares Castejón”.  Dentro de la documentación que adjunta la Gobernación se adjunta una fotocopia de una denuncia penal del 12 de febrero de 2002, por amenazas personales que presentó el mencionado diputado.  Más en esta denuncia advierte que le habían robado 45  vacas (…).

Agregó el referido Ministerio que el 30 de mayo de 2003, el señor Linares Castejón solicitó medidas de protección y apoyo económico para asistir a terapias en la Clínica Teletón de Bogotá, medidas que fueron aprobadas.  

3.2.3.10.  El 2 de julio de 2003 (fl. 100, c. 3), el Grupo de Protección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia le informó al señor Linares Castejón:

Me permito informarle que el Comité de Reglamentación y Evaluación de Riesgos CRER, en sesión del día 30 de mayo de 2003, recomendó la asignación de las medidas a continuación relacionadas, como complemento a las medidas implementadas por las entidades territoriales en coordinación con fuerza pública y organismos de seguridad.

Asignación de un apoyo de reubicación temporal y un apoyo de transporte terrestre equivalente a noventa (90) horas mensuales a un costo máximo de diez mil pesos hora ($10.000) durante tres meses, adicionales al chaleco antibalas ya entregado.

3.2.3.11.  El 2 de septiembre de 2004, el DAS le remitió al Ministerio del Interior y de Justicia el estudio de riesgo y grado de amenaza del demandante (fl. 103, c. 1), que lo consideró en nivel medio - medio.  

El análisis de riesgo menciona las medidas de seguridad en la casa y oficina del actor y concluye:

Teniendo en cuenta la información obtenida, tras las investigaciones adelantadas, se puede evidenciar que la amenaza persiste, tanto por parte de las FARC, que lo desalojaron de su finca, como del ELN, al que fue atribuido el atentado cometido contra el diputado, que lo dejó parapléjico, pero que aun así conservó su curul, cargo que ha ostentado por tres períodos con el actual.  Esto constituiría uno de los principales motivos de la amenaza permanente, por lo que se dieron a conocer al diputado medidas preventivas de seguridad que disminuyan la posibilidad de actuar de los violentos.  Es así como ante la situación de riesgo de los Diputados, el Gobierno Departamental, creó un cuerpo de seguridad con personal civil, pero con experiencia en protección, el que será destinado para la seguridad de la duma departamental (…)

El nivel de riesgo se puede calificar como medio - medio, en razón de que han existido indicios de amenazas a los dirigentes políticos de este departamento, que han sido evidenciadas máxime cuando ya han sido asesinados algunos de ellos.

3.2.4.   En cuanto a la actuación surtida en forma posterior al hurto se acreditó:

3.2.4.1. El 27 de agosto de 2003, el demandante informó al Ministerio del Interior y de Justicia que había abandonado su finca y que la guerrilla se robó las reses que allí quedaron el día 13 de agosto.  Dice el oficio por medio del cual se allegó esa información al proceso:

En ningún momento las personas mencionadas solicitaron protección a sus bienes.  Advirtiendo que la señora González de Linares nunca presentó ninguna solicitud de protección.

Después del atentado contra el mencionado Diputado, el Programa de Protección de la Dirección de Derechos Humanos de este Ministerio, le brindó un chaleco antibalas, apoyos económicos como medida de protección, para facilitarle su reubicación en la ciudad de Bogotá, facilitándole su salida de la zona de riesgo, como también se le brindó un apoyo de transporte terrestre por noventa horas mensuales durante tres meses.

Cuando retornó [a] Arauca, se le efectuó un  nuevo estudio de su reevaluación de nivel de riesgo realizado por el DAS en Aracua el 18 de agosto del 2004, el señor Linares en la entrevista manifestó: “desde que regresó [a] Arauca en el mes de julio de 2003, le fue nombrada seguridad permanente tanto en la oficina como a su residencia, por parte de la Policía Nacional”.

Se solicitó adoptar medidas de seguridad a la Policía Nacional en razón al resultado del estudio de riesgo realizado.  Esta Dirección tiene conocimiento de que la Policía le ha brindado la debida protección, en atención a sus compromisos adquiridos en los Consejos de Seguridad de Arauca y por la solicitud de protección que presentó en octubre de 2004, especialmente para su esposa e hijos.

Posteriormente en septiembre del 2005, el señor Linares C. nos informó que había perdido su calidad de Diputado por sanción de la Procuraduría General de la Nación.  Sin embargo en su condición de dirigente del partido liberal, solicitó protección para sí y su familia, requiriendo un apoyo de transporte.  La dirección de Derechos Humanos aprobó otorgarle un apoyo de transporte por 80 horas mensuales, desde noviembre 30 de 1995. (…)

Revisadas nuestras bases de datos no se encontró ninguna denuncia por parte de los Diputados de Arauca, por abigeato de ganado (sic) en ese departamento, que hayan puesto en conocimiento a la Dirección de Derechos Humanos de este Ministerio.

3.2.4.2.  El 23 de septiembre de 2004 (fl. 95, c. 1), el Ministerio del Interior y de Justicia, a través del programa de protección a su cargo, le solicitó al Coordinador de la Oficina de Derechos Humanos de la Policía Nacional prestar apoyo en las medidas necesarias para la protección de Diego Fermín Linares Castejón, “toda vez que el nivel de riesgo y grado de amenaza realizado por el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, arrojó como resultado medio - medio”.  El 22 de octubre del mismo año, le comunicó tal decisión al demandante.
3.2.4.3.  El 11 de octubre de 2004 (fl. 98, c. 2), el demandante le informó al Ministerio del Interior y de Justicia sobre un atentado perpetrado en su contra y pidió protección para su familia.

3.2.4.4.  Reposa en el expediente una petición de protección sobre los predios del demandante Diego Fermín Linares Castejón radicada por la Defensoría del Pueblo ante el municipio de Arauca el 9 de agosto de 2005.  El Alcalde la remitió al día siguiente al Comandante de la Brigada XVIII del Ejército (fl. 62, c. 3).

3.2.4.5.  En la certificación remitida por la Dirección de Operaciones del Ejército consta que el 10 de agosto de 2005 (fl. 81, c. 3), esa entidad recibió copia de una denuncia instaurada por el demandante ante el DAS de Arauca el 6 de noviembre de 2002.

3.2.5. El 27 de junio de 2003 (fl. 21, c. 1), la demandante Judith Consuelo González de Linares denunció ante la Fiscalía la muerte de 102 reses (96 grandes y 6 pequeñas).  Dijo la denunciante: “yo tengo la sospecha de que al ganado le hicieron algo para que muriera y los que quedan no sean (sic) podido recuperar, las vacas caían al suelo como con un temblor, el veterinario dice que es intoxicado”.

3.2.6. Consta en el expediente que el 15 de agosto de 2003, el señor Diego Fermín Linares Castejón radicó una denuncia ante el Departamento Administrativo de Seguridad (fl. 23, c. 3), en la que puso de presente que el día 6 de los mismos mes y año trasladó 311 reses de su propiedad desde la finca “Corraleja” (del señor Omar Lara), a la finca “Miralindo” (de la familia Cuenza Valderrama), las que luego fueron hurtadas.  Afirmó:

El día jueves 14, como a eso de las dos de la tarde nos llama Xiomara Cuenza, hermana de José y nos da la notifica que el ganado se lo había llevado las FARC, luego llega José Cuenza Valderrama a la casa y nos comenta que habían llegado doce hombres que se identificaron ser de las FARC, al mando de un tal comandante Pablo (…) les hacen recoger las 311 reses y seis caballos de nuestra propiedad y que salen a eso de las tres de la tarde (…) incluido el ganado vacuno y caballar y las sillas son ciento ochenta millones de pesos.

3.2.7. El señor Omar Darío García Laya (fl. 34, c. 4) dio cuenta ante la Fiscalía de que el ganado de los actores estuvo antes del robo ubicado en una finca de su propiedad, de nombre “Corraleja”.  Así lo afirmó: “ese ganado se encontraba en una de mis fincas de nombre Corraleja vereda Los Caballos y de ahí la señora Consuelo esposa de Diego Fermín se lo llevó para la finca de nombre Miralindo de propiedad de un señor llamado José Quenza Jiménez y como a los ocho días escuché que la guerrilla había recogido el ganado y se lo había llevado”.

Al ser interrogado sobre el número exacto de reses recibidas señaló que sólo prestó la finca para que lo llevaran. Agregó que el ganado permaneció en su predio entre cuatro a cinco meses y que se lo llevaron sus propietarios para entregarlo “en aumento” al señor José Quenza.  
3.2.8.  Por su parte, el testigo José Manuel Paredes Ramírez, quien estuvo presente en el momento del hurto porque laboraba para los demandantes, indicó que fue abordado por desconocidos que se identificaron como miembros de las FARC en el predio Corralejas, quienes “dijeron que los llevara hasta donde se encontraba el ganado” (…) nos fuimos hasta la finca Miralindo y recogieron el ganado y se lo llevaron”.  Indicó que se trataba de un grupo de diez hombres.  Afirmó saber que se trataba de 311 reses y seis caballos que estaban bajo su cuidado.

3.2.9. La señora Lilia Carolina Maurno de Moreno (fl. 36, c. 4), “comadre” de la demandante Consuelo González, dijo saber que esta tenía un ganado en la finca de propiedad del señor Omar Laya, aunque afirmó que tal conocimiento lo obtuvo en razón de lo que le comentó la propia demandante.

3.2.10.  Ante la imposibilidad de vincular a algún autor de los hechos con base en la información recaudada, la Fiscalía prelcuyó la investigación mediante proveído de 5 de septiembre de 2005 (fl. 49, c. 4).

3.2.11.  Se acreditaron las cifras quemadoras registradas a nombre de los demandantes Diego Fermín Linares Castejón  y Consuelo González (fls. 44 y s.s., c. 4).

3.2.12.  Se aportó prueba de los registros de vacunación allegados por el Comité de Ganaderos del municipio de Arauca (fl. 8, c. 4), en los que consta que en esa entidad reposan registros de vacunación “antiaftosa” de los ciclos 1 y 2 del año 2001.  Allegó los soportes de vacunación de 347 reses aplicadas el primer ciclo del año 2001 (21 de  junio de 2001, fl. 9, c. 4) y de 425 reses vacunadas en el segundo ciclo del mismo año (15 de diciembre de 2001, fl. 10, c. 4).  En el primero de los documentos se señaló como propietaria del ganado a la señora Consuelo González y en el segundo al señor Diego Fermín Linares.  Certificó la entidad que no encontraron registros de vacunaciones en los años 2002 y 2003 a nombre de los actores.

3.2.13.  Declaró en el proceso el señor Daniel Alfonso Linares González (fl. 104, c. 3), quien conoció al señor Linares Castejón por cuanto trabajaron juntos como diputados de la Asamblea de Arauca; dio cuenta de las amenazas que se presentaron contra los integrantes de esa Corporación entre los años 2001 y 2003.  Así lo narró:

Desde enero de 2001 hasta finales del año 2003, octubre de 2003, tuvimos muchas dificultades para el ejercicio de la funciones como diputados por amenazas de grupos al margen de la ley, nosotros incluso por esas amenazas tuvimos que presentar una renuncia de todos los diputados ante el Ministerio del Interior, eso fue en julio de 2002, esa renuncia no fue aceptada, nos dijeron que teníamos que regresar a trabajar, a sesionar en la asamblea y que el Estado nos brindaría protección para nuestras vidas y seguridad para nuestros bienes y para la protección de nuestras familias, pero es no fue así, porque a mí por ejemplo me llevaron más de 350 reses, en agosto del 2002 (…). Las cosas se complicaron porque las amenazas persistían y en febrero de 2003, él (Linares) sufrió un atentado contra su vida, él incluso está en silla de ruedas debido a ese atentado.

Afirmó que el demandante era propietario de 311 reses que le fueron hurtadas, hecho del que afirmó tener conocimiento en razón de la amistad entre las dos familias y que el ganado se lo robaron de una finca denominada Miralindo.  Agregó que fue constante el hurto de ganado que se presentó en esa época y que gran parte de los ganaderos de la región fueron víctimas de ese delito.

Concluyó que en el mes de julio de 2002, el departamento de Arauca fue declarado “zona de rehabilitación”, con lo que se agravó el conflicto armado que se vivía por aquella época.  Esa medida trajo como consecuencia un aumento en el pie de fuerza del Ejército.

2.3.14.  Se allegó al proceso un documento en el que los Alcaldes y concejales de los municipios del departamento de Arauca, así como los diputados de la Asamblea Departamental, manifiestan que renuncian a sus cargos en razón de las graves condiciones de orden público y las amenazas e intimidaciones en su contra.  El documento tiene fecha de 22 de junio de 2002 y está suscrito por el demandante en calidad de diputado.  Dirigen el escrito al Ministerio del Interior y de Justicia.  No cuenta con sello de radicación ante la entidad destinataria ni se aportó prueba de alguna respuesta frente a este.

2.3.15.  Sobre las evidencias tendientes a demostrar la cuantía de los perjuicios cuya indemnización se reclama se pronunciará la Sala solamente en el caso de una eventual condena, al momento de tasarlos.

4.  Análisis de la Sala

Aunque las pruebas del proceso dan cuenta del daño antijurídico sufrido por los demandantes, consistente en el hurto de unas cabezas de ganado de su propiedad, no encuentra la Sala sustento probatorio que permita imputar esos hechos a las autoridades públicas demandadas.

Para la Sala es claro que puede configurarse responsabilidad del Estado en aquellos eventos en que el daño lo ha causado un tercero, casos en los que aquello que permite imputarle responsabilidad es el incumplimiento de sus deberes funcionales, esto es, aunque no exista una conducta activa de la administración, es viable plantear el juicio de imputación jurídica en razón de una omisión.

Así, en relación con la responsabilidad del Estado por los daños derivados de la ejecución de hechos punibles a cargo de personas al margen de la ley,  la jurisprudencia de esta jurisdicción ha señalado que aunque el deber de protección de los asociados a cargo del Estado no constituye una carga absoluta que le imponga prevenir cualquier hecho delictivo, sí está llamado a responder cuando ha incumplido el ejercicio de sus competencias específicas en ese ámbito
.

En efecto, se ha aceptado que en aquellos casos en que el administrado ha solicitado de manera expresa la adopción de medidas de protección y estas han sido desatendidas, se compromete la responsabilidad del Estado cuando se materializa la amenaza o riesgo puestos de presente por el administrado, con fundamento en el desconocimiento del ámbito obligacional a cargo de la administración, que debe analizarse en cada caso particular con el fin de establecer (i) si le imponía determinada conducta positiva o negativa  a la demandada y (ii) si esta omitió ejecutarla.

Bajo ese supuesto, se ha encontrado configurada la responsabilidad de la administración en aquellos eventos en que, pese a que el afectado ha promovido expresas solicitudes de protección, estas han sido retardadas, omitidas o adoptadas en forma insuficiente. 

También se ha aceptado que existen eventos en que los riesgos para determinados sujetos resultan previsibles para las autoridades aún en ausencia de solicitud expresa del interesado, casos en los que sólo resulta necesario acreditar que por cualquier vía la administración tenía conocimiento de la situación de riesgo, no obstante lo cual se mantuvo indiferente.  Así lo ha señalado en previos pronunciamientos la Corporación, por ejemplo en relación con el asesinato del alcalde del municipio de Villagarzón - Putumayo
, del alcalde Granada - Meta
 y de un diputado del departamento del Meta
, entre otros múltiples casos.

Reitera la Sala que la responsabilidad del Estado en este tipo de eventos no surge de manera automática ni a título de una garantía omnímoda de los derechos de los asociados, sino que se configura como un tipo de responsabilidad por omisión frente al incumplimiento de competencias precias y preexistentes en materia de protección y seguridad, omisión que sólo puede predicarse en la medida en que se acredite que el riesgo era conocido y existían posibilidades razonables de impedir su materialización.  Tal ha sido la línea trazada al respecto por la Corporación, en consonancia con el entendimiento que sobre el particular se ha aceptado en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos
: 

Por otro lado, para la Corte es claro que un Estado no puede ser responsable por cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, el carácter erga omnes de las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados no implica una responsabilidad ilimitada de los Estados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir  o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto, omisión o hecho de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía.
Los pronunciamientos sobre el particular se han producido en mayor número en relación con graves violaciones al derecho a la vida del individuo amenazado o en riesgo; sin embargo, es claro que tanto el ordenamiento interno como el sistema interamericano garantizan el derecho a la propiedad privada, al señalar que ninguna persona puede ser despojada de sus bienes, sin el pago de una indemnización, entendidos estos bajo un concepto amplio en el que tienen cabida tanto los muebles como los inmuebles.  De tal manera, en el marco del conflicto armado interno de Colombia, la Corte Interamericana se ha pronunciado sobre el desconocimiento de esa garantía en casos de destrucción de viviendas y apoderamiento de ganados
 por parte de grupos armados.

En este caso particular, los apelantes consideran que el Estado falló en la protección de sus bienes, en especial de sus ganados, pese a que tenía pleno conocimiento de la situación de amenaza a que se encontraban sometidos, por razón del cargo de elección popular que ostentaba el señor Linares Castejón.

Para la Sala, las evidencias aportadas al plenario dan efectiva cuenta de que el señor Linares Castejón se encontraba en una evidente situación de riesgo, como quiera que antes de la ocurrencia de los hechos materia de este asunto había sido víctima de ataques contra sus bienes y contra su propia vida, de lo que dan cuenta las denuncias sobre el hurto perpetrado en su predio en el año 2002 y el atentado ocurrido en el mes de febrero de 2003.

También hay prueba de que antes de la ocurrencia del hurto del ganado de su propiedad puso de presente ante las autoridades las circunstancias de amenaza contra su vida.  De ello dan cuenta los oficios remitidos por los miembros de la Asamblea Departamental, entre ellos el actor, en los que informan al Gobernador de Arauca sobre las amenazas en su contra por parte de grupos guerrilleros.  De igual manera, da cuenta la actuación de que la situación de riesgo personal también la planteó el demandante ante el Departamento Administrativo de Seguridad en el mes de julio de 2002 y ante el Ministerio de Interior y de Justicia en el mes de mayo de 2003, fechas todas anteriores a los hechos.

Coinciden las evidencias en cuanto a que aquello que oportunamente denunció el demandante fueron amenazas contra su vida e integridad personal.  Por su parte, en el oficio de 19 de julio de 2002 dirigido al DAS, el demandante puso de presente en forma expresa la dirección de su domicilio, correspondiente a una nomenclatura urbana del municipio de Arauca, el que solicitó que fuera patrullado en forma constante, petición a la que accedió la entidad según está acreditado.

Del análisis de las pruebas recaudadas encuentra la Sala que la única mención a un bien de propiedad de los actores en forma previa al hurto del ganado, tuvo lugar en el mencionado oficio, en el que el señor Linares Castejón dio cuenta exacta del lugar de su vivienda en el que solicitó vigilancia constante.

En esas condiciones resultaba evidente para las autoridades que la vida del mencionado demandante se encontraba en riesgo; era entonces previsible un atentado en su contra, máxime en su condición de diputado que si bien no se acreditó mediante la prueba idónea de la vinculación con el Estado en el cargo de elección popular, sí se verifica a partir de la pluralidad de documentos que suscribe el demandante en tal calidad y las respuestas en las que las autoridades la reconocen.

Sin embargo, lo que resulta de importancia para la decisión del presente caso es verificar si también era previsible el riesgo al que estaban sometidos los bienes de su propiedad y si era posible de ser evitado en forma razonable bajo las condiciones fácticas en que tuvo ocurrencia, únicos supuestos bajo los cuales resultaría posible imputarle responsabilidad a la administración.

Al respecto, con las declaraciones rendidas en el proceso, en especial la del también diputado Daniel Alfonso Linares González, quedó acreditado que en la época de los hechos se presentaba una difícil situación de orden púbico en el departamento de Arauca, donde se presentó hurto de ganado en forma constante; el testigo dio cuenta de que él también fue víctima de ese delito.  También está probado que el demandante denunció ante el Departamento Administrativo de Seguridad el hurto previo de ganado que ocurrió en noviembre de 2002 en la hacienda de su propiedad y afirmó en esa oportunidad que trasladó 441 cabezas de ganado hacia el “Colegio Municipal Agropecuario”, lo que da cuenta del conocimiento que tuvo el DAS sobre la condición de ganadero que ostentaba el funcionario e indica que la amenaza contra sus bienes era patente.

Sin embargo, aunque era manifiesta la situación de riesgo y había sido puesta en conocimiento de las autoridades, ninguna de las pruebas del proceso permite establecer que se produjo algún tipo de solicitud especial de protección frente a los semovientes de propiedad de los actores, en la que se diera cuenta de su existencia y ubicación en la época de los acontecimientos; esto es, no hay evidencia que permita establecer que era conocido para las autoridades el paradero de esas reses en el momento en que fueron hurtadas.

De acuerdo con las pruebas testimoniales practicadas, quedó acreditado que esos ganados fueron trasladados del predio de los demandantes (Hacienda Los Corocitos), hacia el sector del “Colegio Agropecuario” (Hacienda Corraleja de propiedad de Omar Darío García Laya) y luego hacia otro predio (Hacienda Miralindo de propiedad de José Quenza Jiménez), donde finalmente se produjo el hurto.  Sobre ese particular comparte la Sala lo afirmado por el a quo en el sentido de precisar que ninguna autoridad civil, militar o de policía estaba enterada de la localización de los semovientes de propiedad de los actores en el momento en que fueron robados.

También es claro que estos no fueron hurtados de un inmueble de propiedad de los demandantes, sobre el que pudiera ser previsible un ataque de grupos ilegales en razón de la investidura pública del señor Linares Castejón o sobre el que se hubiera pedido en forma previa constante vigilancia, como sí lo hizo el demandante en relación con el lugar de su residencia, cuya ubicación sí entregó en forma exacta al Departamento Administrativo de Seguridad con el fin de que lo vigilara en forma permanente.

De tal manera, ante el riesgo de un ataque contra sus bienes, que lo habían previsto los demandantes, quienes por tal virtud trasladaron sus ganados en tres ocasiones, tenían la carga de informarles a las autoridades sobre la localización de los semovientes, para que estas pudieran emprender acciones efectivas en pro de su custodia.  Así no lo hicieron, de modo que la ubicación de los ganados no era conocida por las demandadas en el momento mismo de la ocurrencia del punible, de donde resulta imposible reprocharles una falla en la protección de aquello que no sabían dónde se encontraba.

En modo alguno se cuestiona la acción asumida por los demandantes consistente en el traslado de los bienes para ponerlos a salvo de la delincuencia; lo que advierte la Sala es que en esas condiciones y en ausencia de información sobre el destino de los semovientes, no podían las autoridades ejercer custodia efectiva sobre estos y, por ende, no puede reprochárseles una omisión de ese deber.

Aunque en las condiciones del caso particular era previsible un ataque contra los bienes de los demandantes, era imprevisible para las autoridades la ubicación de los ganados y, en esas condiciones, imposible ejecutar acciones específicas tendientes a su protección.

Concluir lo contrario, esto es, que existía un deber de cuidado de los semovientes en cualquier lugar en que se encontraran por razón de las especiales condiciones del actor o de las circunstancias de violencia que se vivían en la época, conllevaría a entender que el Estado es garante absoluto de los bienes de particulares, situación que no se compadece con los fundamentos de la responsabilidad estatal, que, se itera, sólo permiten imputarle responsabilidad frente a actos de terceros, ante la omisión comprobada y verificable de medidas de seguridad frente a actos posibles de prever y precaver.

En conclusión, las pruebas del proceso no dan cuenta de que las autoridades —con independencia de su órbita particular de competencia—, contaban con información precisa que les permitieran ejercer una defensa idónea de los bienes de los demandantes, condición bajo la cual las pretensiones no están llamadas a prosperar como bien lo estimó el a quo.

5. Costas

No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria o de mala fe atribuible a los extremos procesales, como lo exige el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera -Subsección “B”-, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA 

PRIMERO.  CONFIRMAR la sentencia de de 8 de noviembre de 2007, por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Arauca negó las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO.  Sin costas en la instancia.
TERCERO.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO         DANILO ROJAS BETANCOURTH
              
    Presidenta




      Magistrado

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado Ponente
� A partir de la supresión del DAS, funge como su sucesor procesal la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, tal como fue reconocido en auto de 1 de agosto de 2014 (fl. 754, c. ppal).


� La demanda fue reformada en cuanto a los hechos, fundamentos jurídicos y pruebas, mediante escrito radicado el 20 de febrero de 2006 (fl. 192, c. 1). La reforma fue admitida.


� Código Contencioso Administrativo, artículo 82. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para juzgar las controversias y litigios administrativos originados en la actividad de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. Se ejerce por el Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con la constitución y la ley.





� El proceso ingresó para fallo en primera instancia el 18 de septiembre de 2007 (fl. 295, c. 1) cuando ya había entrado en funcionamiento los juzgados administrativos y, en consecuencia, estaba vigente la Ley 446 de 1998 en materia de competencias, según la cual, los Tribunales son competentes para conocer los asuntos de reparación directa cuya cuantía supera los 500 salarios mínimos legales mensuales.  El Consejo de Estado conoce de tales asuntos en segunda instancia.


� Consejo de Estado, Sección Tercera.  Sentencia de 11 de septiembre de 2013.  Exp. 20601.





� Tal como lo ordena el artículo 113 de la Constitución Política al decir que “Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B.  Sentencia de 26 de junio de 2014, exp. 26029.  M.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B.  Sentencia de 31 de julio de 2014, exp. 31039. M.P. Danilo Rojas Betancourth.





� Consejo de Estado, Sección Tercera.  Sentencia de 11 de febrero de 2009, exp. 23067, M.P. Enrique Gil Botero.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B.  Sentencia de 8 de febrero de 2012, exp. 22373. M.P. Danilo Rojas Betancourth.





� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la masacre de Pueblo Bello v.s. Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006, párrafo 123.


� Ver entre otras: Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148. Párr. 183








